
 



 

LA TRANSPARENCIA EN LAS POLÍTICAS PÚBLICAS DE SEGURIDAD 
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Resumen 

La transparencia es un concepto fundamental en las políticas públicas y adquiere un 

carácter nuclear cuando abordamos las políticas públicas de seguridad debido a la 

repercusión que los asuntos de seguridad tienen en nuestra sociedad. Los ciudadanos no 

viven alejados de sus comunidades, forman parte de ellas y una vida segura es uno de los 

anhelos más valiosos para la ciudadanía, En consecuencia, es fundamental que los 

responsables políticos no solo diseñen políticas de seguridad, es indispensable que 

expliquen cuáles son los objetivos de esas políticas de seguridad, cómo se van a 

implementar, qué objetivos ser quieren alcanzar y cuánto va a costar.  

    Los representantes políticos en los sistemas democráticos deben rendir cuentas, 

explicar sus proyectos, someter a evaluaciones de resultados sus políticas, es en definitiva 

cumplir con los principios de la transparencia. 
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Es muy interesante reflexionar sobre las consideraciones que en este punto formula Bertrand 

de SAUSSAIES en su obra "La machine policière", cuando establece de forma clara la 

diferencia entre régimen policial y régimen de libertades o lo que es lo mismo orden policial 

y orden democrático. Afirma el autor que el régimen policial es "una sociedad arbitraria 

donde la justicia ha sido sustituida y donde el único pluralismo es el de los policías. En estas 

sociedades el curso de la vida privada se hunde y todo se convierte en asunto público, en 

materia de Estado. El orden policial vive del terror que inspira. Por el contrario, en un 

régimen de libertades, la policía bajo el control del Gobierno hace respetar las leyes y 

defiende el orden político legalmente establecido"(Saussaies, 1.972, p.87). 



En consecuencia, necesitamos estudiar la actividad que desarrollan las organizaciones de 

policía, sin olvidar que estas desarrollan una compleja labor que va desde la detención de 

los presuntos delincuentes, la gestión del tráfico, la defensa de la ley, hasta actuaciones 

humanitarias y sociales. Estas funciones son tan amplias que en ocasiones se desconoce 

el verdadero alcance de los servicios policiales. La policía se conforma, así como una 

serie compleja y dinámica de interacciones espaciales y sectoriales. Si queremos actuar 

de forma satisfactoria en orden a las demandas de los ciudadanos debemos tener presente 

lo que estos exigen en cada momento, hasta qué punto somos sensibles a sus necesidades 

y qué grado de satisfacción tienen del servicio de policía. 

Cuestión esta última de vital importancia si nos atenemos a los cambios que se están 

produciendo en Europa en la última década y que nos sitúan ante un horizonte lleno de 

incertidumbres por las reacciones ante los miedos que se nos presentan y que nos 

posicionan ante un mundo inseguro con rápidos cambios y rupturas de moldes 

tradicionales que hasta hace poco pensábamos que eran infranqueables y que ahora, 

después de los atentados del 11 S , la globalización, el desplazamiento estratégico de los 

centros de decisión hacia el Pacífico , la caída del mundo de Berlín  y la desaparición de 

los bloques, producen una dispersión de los conflictos y la deslocalización del terrorismo. 

Ello nos sitúa ante lo que bien podemos calificar como un nuevo tiempo, un cambio de 

paradigma, sin saber hacia dónde vamos realmente. La incerteza invade nuestras vidas. 

Cuestiones todas ellas recogidas en la Estrategia Española de Seguridad recientemente 

aprobada por el Gobierno de España.   

La vieja Europa no vive en estos momentos días de gloria, más bien se encuentra ante 

negros nubarrones. El auge de los partidos populistas que se viene sucediendo desde hace 

ya algunos años no solo es un fenómeno preocupante por cuanto supone de distorsión en 

las democracias europeas, sino que, además, pone en evidencia cómo ante fenómenos que 

hasta hace poco asumíamos como parte de nosotros, la inmigración, por ejemplo, hoy 

desencadenan respuestas de dudosa naturaleza democrática, sin olvidar, por otro lado, que 

la gestión de esos fenómenos quizás no ha conseguido los efectos deseados. Me estoy 

refiriendo a las políticas de inmigración y al fracaso, reconocido por gobiernos como el 

alemán, el francés o el inglés, del multiculturalismo en su versión más simplista. 

“La ciudad actual se ha convertido es un espacio despersonalizado y racionalizado, 

expuesto a una exacerbación del individualismo como única defensa posible ante un 

desequilibrio general motivado por la multiplicidad de pulsiones contradictorias” 



(CASTELLS, cit. CURBET, 2011:47). Estas nuevas formas que ha adquirido la ciudad 

producen también un importante aumento de la sensación de inseguridad pues generan 

un aislamiento psicológico que en palabras de Putman “destruye el capital social sin el 

cual no es posible el buen funcionamiento de la sociedad civil y en definitiva la 

democracia” (CURBET, 2011: 47). Este nuevo hábitat del que nos hemos dotado desde 

mediados del pasado siglo ha provocado ese crecimiento imparable del miedo, esa 

búsqueda permanente de la seguridad, cuestiones  aún hoy más difíciles por los nuevos 

fenómenos como el terrorismo global y la globalización de la delincuencia que,  unidos 

al aumento espectacular en Europa, en las últimas décadas de la inmigración ,provocan 

según los datos aportados por Haas, que el sector de la seguridad privada haya crecido 

dos veces más rápido  (8-9%, desde 2001 hasta 2005) que el conjunto de la economía 

mundial (4%, el 2005) (CURBET, 2011: 49). 

Todo lo manifestado lo que nos evidencia es que el mundo actual, y muy a pesar del 

crecimiento económico experimentado en las últimas décadas, sigue siendo desigual, 

conflictivo y sujeto a vaivenes puesto que ese anhelo del ser humano de sentirse seguro 

es una constante en la historia de la humanidad. Planteándose la paradoja de que nunca el 

ser humano había experimentado el nivel de conocimientos de que dispone en la 

actualidad, ni un bienestar como el actual, a pesar de lo cual nos encontramos en esa 

incertidumbre que nos depara este principio de Siglo XXI, pero que solamente puede ser 

afrontada si aceptamos sin reservas la inseguridad inherente a la existencia. En palabras 

de Jaume Curbet, “asumir que vivimos una existencia finita, llena de contratiempos y con 

un final inevitable que es la muerte. Y actuar en consecuencia, por descontado”. 

(CURBET, 2011:51).  

La evaluación de los resultados es una de las asignaturas pendientes en las organizaciones 

policiales. Tradicionalmente esta actividad ha sido reducida a la actividad estadística. 

Pero la estadística por sí misma no nos será de utilidad si el procedimiento utilizado no 

es el correcto. La metodología es fundamental cuando hablamos de evaluación de 

resultados. No nos hemos de limitar a ofrecer cifras sino datos que nos permitan extraer 

conclusiones fiables para modificar estrategias. La evaluación de los resultados no 

solamente ha de ser realizada por las informaciones de la policía, deben de ser 

cumplimentadas por otro resto de operadores que actúan en el ámbito de la seguridad. La 

evaluación de los resultados ha de ser un instrumento útil para mejorar la calidad de 

nuestras organizaciones, ya que una evaluación de los resultados realizada con un método 



fiable, basado en datos ciertos, podría llegar a determinar cómo repercute nuestra 

actividad y si la utilización de los recursos es correcta o no. La evaluación de los 

resultados es como una auditoría interna que debe tener por finalidad mejorar la calidad 

de nuestro trabajo. 

Las cuestiones de seguridad no pueden ser analizadas de forma unidireccional, se 

equivocan aquellos que pretenden reducir la seguridad a un mero análisis de frías 

estadísticas delictivas que en ocasiones incluso están maquilladas para dar satisfacción a 

los gestores públicos y conseguir, así, el aplauso ciudadano. En el análisis de la seguridad 

intervienen otras variables cuyo desconocimiento impide un tratamiento científico de la 

misma.  En línea con la reflexión de Jaume Curbet cuando afirma que “se trata de ver con 

absoluta nitidez la necesidad perentoria de fundamentar las políticas públicas de 

seguridad en un diagnóstico ajustado a los problemas específicos que se pretenden 

solucionar” (CURBET, 2010, contraportada). 

No debemos olvidar que la función policial debe estar imbuida de un pensamiento 

estratégico, circunstancia esta que nos va a permitir diseñar proyectos de actuación sobre 

la base de la información recogida, analizada, contrastada, con la finalidad, todo ello, de 

situarnos en un horizonte de diferentes escenarios con la suficiente antelación a que 

alguno de ellos pueda devenir en una realidad y deje de ser una hipótesis. Hemos estado 

acostumbrados, como consecuencia de ciertas mentalidades basadas en principios 

caducos, a actuar sobre la base de lo que sucede, siendo incapaces de plantearnos, ni 

escenarios diferentes a los por nosotros conocidos, ni soluciones imaginativas a las hasta 

ahora puestas en funcionamiento para dar respuesta a los problemas que se nos iban 

planteando. Basando así, de forma equivocada, el estudio de nuestras organizaciones en 

simples indicadores estadísticos que sólo nos dicen una parte, pero no todo lo que nos 

interesa saber.  

El pensamiento estratégico aplicado a la labor policial es un instrumento que nos 

conducirá a la calidad, entendida ésta como la adecuación de nuestra labor a las demandas 

reales de los ciudadanos en condiciones de poder incluso anticiparnos a cuáles van a ser 

éstas, pues disponemos de la información necesaria, analizada y contrastada, que nos va 

a permitir no ir a remolque de los acontecimientos. Si no estamos en condiciones de 

diseñar posibles escenarios y sus consiguientes tratamientos; tenemos organizaciones 

“fosilizadas”. Comparto en este extremo la reflexión de Mark H. Moore cuando afirma 

que “la adaptación de las organizaciones es lo que determina el valor a largo plazo de 



las empresas privadas” (MOORE: 1998:91). Creo que este principio es plenamente 

válido para la seguridad pública. 

Además de todo lo anterior, no debemos olvidar, que las organizaciones de policía están 

bajo la presión de que continuamente a la tradicional acción policial se le exige más 

eficiencia, en ocasiones con cierto detrimento en la calidad del servicio que se presta a 

los ciudadanos. Las exigencias continuas de alcanzar ciertos niveles de rendimiento 

pueden llegar a producir que una organización, para obtener resultados, para cuyo logro 

debe ajustarse a unas reglas, que en ocasiones pueden llegar a obstaculizar el logro de los 

resultados, se produzca situaciones de incumplimiento rutinario de las reglas por parte de 

los miembros de la organización para alcanzar los objetivos. Esta circunstancia socava 

los principios deontológicos sobre los que se deben fundamentar nuestras organizaciones 

y que constituyen nuestra filosofía, el elemento que debe guiar nuestro pensamiento 

estratégico para actuar con profesionalidad y éxito. Esta palabra debe ser tenida presenta 

cuando hablamos de Policía, al igual que escuchamos referencias al éxito empresarial o 

al éxito personal, la palabra éxito no debe ser incompatible con nosotros, más bien al 

contrario, debe ser incorporada como estímulo y objetivo: el éxito como la consecución 

de lo pretendido con los recursos de que disponemos y siguiendo nuestros procedimientos 

de trabajo reconocidos y validados. Todo ello como elemento al que se dirige esa forma 

de entender nuestras modernas organizaciones, que guiadas por un pensamiento 

estratégico deben afanarse en tener previstas soluciones para posibles escenarios 

profesionales y para dar respuesta a lo real, a lo que se produce cada día, que no por ser 

real debe devenir en rutina. 

 

Las instituciones políticas deben trabajar de una forma más abierta. Se debe desarrollar 

una comunicación más activa, utilizando un lenguaje que resulte accesible para los 

ciudadanos, debemos fomentar la confianza en unas instituciones de por sí complejas. La 

calidad y la eficacia de las políticas de los Estados implican una amplia participación de 

los ciudadanos en todas y cada una de las distintas fases de los procesos. La participación 

genera mayor confianza en los resultados finales y en las Instituciones de las que emanan 

las políticas. La transparencia y el buen gobierno como conjunto de medidas que tienen 

por objeto en una sociedad avanzada el facilitar y hacer efectivas la rendición de cuentas, 

mediante la evaluación de la labor de las instituciones, de los procesos y de las prácticas 

que determinan como se ejercita el poder, como los ciudadanos participan en la adopción 



de las decisiones públicas y como estas decisiones se toman de acuerdo con el interés 

general. 

La democracia es un elemento fundamental que determina un fuerte impulso social pero 

que no se agota en sí mismo si no que necesita permanentemente ahondar en la 

transparencia para satisfacer a la sociedad que cada <vez es más exigente y que ha dejado 

de ser una sociedad tutelada a una participativa. 

En esta línea de pensamiento se encuadra el encargo que, el 21 de diciembre del año 2004, 

el Gobierno de la Generalitat realizó para la elaboración de un Informe sobre Buen 

Gobierno y Transparencia Administrativa a un grupo de trabajo, que hizo entrega de sus 

conclusiones el 27 de julio de 2005. La idea era recoger en un documento los principios 

que deberían orientar las actuaciones de las administraciones públicas. El informe 

reivindica “la defensa de los valores elementales y comunes indispensables para la 

convivencia y la cohesión social del país, e insta al Gobierno a definir los valores 

universales de ciudadanía, compartidos por el conjunto de la comunidad, fundamentales 

en el diálogo y partiendo del compromiso y la responsabilidad de convivir en sociedad”, 

para después pedir espíritu de servicio a los cargos públicos, y una cultura de respeto al 

uso racional y legal de los recursos públicos, a fin de promover una serie de medidas 

concretas. En el apartado de “valores”, el documento habla de una “cultura democrática, 

en la que la ciudadanía ejerce las virtudes cívicas, participa de forma comprometida en 

los asuntos públicos, motivando y estimulando los cambios sociales e institucionales. En 

un esfuerzo tenaz por alcanzar mayores cotas de legitimidad democrática”. Años más 

tarde se aprobó el Código ético del servicio público de Cataluña (Acuerdo 

GOV/164/2021, de 26 de octubre). 

 

La sociedad actual requiere de nuevas herramientas dentro de las políticas de seguridad 

públicas debido a su complejidad y dinamismo, ya no nos encontramos ante una sociedad 

tutelada si no que ahora llega a ser una sociedad que participa de la toma de decisiones y 

que ejerce un saludable control en relación con los poderes públicos. Las actuales 

circunstancias solicitan substituir los tradicionales mecanismos de resolución de los 

problemas por otros que puedan responder a las nuevas necesidades: las nuevas 

tecnologías, la inmigración, los problemas que afectan a la juventud, la violencia 

doméstica, etc. Todas estas circunstancias nuevas exigen una respuesta inmediata, y los 

operadores jurídicos y sus instrumentos han de estar en condiciones para darles respuestas 



satisfactorias. El Estado “no puede ser un simple proveedor de servicios, sino el 

fundamento mismo de la coherencia social” (Ramírez:2005, p 13). 

Un valioso instrumento que hoy se nos presenta es la participación ciudadana. Ésta ofrece 

la posibilidad a los ciudadanos de establecer unas relaciones directas con los responsables 

de llegar a cabo las políticas de seguridad públicas en un determinado territorio, a la vez 

que llegan a ser instrumentos indispensables de control social que, en una sociedad 

democrática como la nuestra, ha de haber en relación con los operadores que actúan en el 

ámbito de la seguridad. La participación opera en un doble sentido, por un lado, posibilita 

a los ciudadanos saber de primera mano qué hace la Policía y por otro, ofrece a ésta 

explicar qué hace y que hará. En definitiva, crea un marco adecuado para trabajar en esta 

línea de una policía integrada en la comunidad. 

En esta coyuntura es patente el interés del análisis de las relaciones de la policía con la 

sociedad, elemento este, clave, ya dibujado por Robert Peel, con motivo de la creación de 

la Policía Metropolitana de Londres en 1829, cuando establece la necesidad de la 

legitimación de la Policía, de disponer de unas fuerzas de policía aceptadas por la 

comunidad como elemento fundamental a la hora de que esta pueda disponer de su 

colaboración y obtener éxito en sus investigaciones. Acertadamente señala Woodley que 

“unas fuerzas que no cuenten con la ayuda de la población deberán crear sus propios 

métodos que forzosamente resultarán inaceptables para reforzar la ley y detectar el 

crimen” (Curbet: 1983, p 74)  

La participación ciudadana ofrece la posibilidad a la ciudadanía de establecer relaciones 

directas con los responsables de implementar las políticas públicas en un territorio 

determinado, a la vez que es un instrumento indispensable que favorece el control social 

que, en una sociedad democrática, constituye un elemento que garantiza la transparencia: 

la participación opera en un doble sentido, por un lado posibilidad a la ciudadanía saber 

de primera mano que hace la administración y en segundo lugar la administración puede 

conocer que piensan los ciudadanos y ciudadanas.  

 

Debemos ser conscientes de que en la vieja Europa están cambiando muchas cosas y 

algunos desde su caja de cristal ni se enteran, ni quieren tomar nota. No me refiero sólo a 

que en Europa estamos viviendo un cambio de ciclo económico que pone fin al Estado 

del Bienestar que hemos conocido hasta ahora, ni los problemas derivados de la 



globalización, me refiero a que el fenómeno migratorio que ha vivido Europa en los 

últimos años, las políticas de integración de los recién llegados, la respuesta ciudadana 

que inicialmente se mostró indiferente, ahora, poco a poco, y de forma imparable está 

produciendo todo un auge de movimientos populistas que en algunos casos incluso bien 

pueden ser calificados como xenófobos por fundamentarse en posiciones integristas en el 

religioso y en lo cultural posiciones que se han ido forjando como respuestas a los nuevos 

fenómenos de la inmigración y las políticas de cohesión social que los Estados europeos 

han llevado a cabo en los últimos años. La Europa del siglo XXI se debatirá entre aquellas 

posiciones basadas en la centralidad y valores de sus padres fundadores y los retos de su 

rápido crecimiento poblacional que generan espacios de conflicto social que exigen 

respuestas rápidas y serias. 

La participación ciudadana constituye dentro del mundo actual de las políticas de 

seguridad públicas un instrumento valioso que nos dan posibilidades si las utilizamos 

debidamente de poder mejorar la eficacia y la eficiencia de las políticas de seguridad 

públicas. La sociedad actual es cada vez más compleja y dinámica, no es una sociedad 

tutelada si no que ahora llega a ser una sociedad que participa de la toma de decisiones y 

que ejerce un saludable control en relación con los poderes públicos. Las actuales 

circunstancias solicitan substituir los tradicionales mecanismos de resolución de los 

problemas por otros que puedan responder a las nuevas necesidades: las nuevas 

tecnologías, la inmigración, la delincuencia organizada, los problemas que afectan a la 

juventud, la violencia doméstica, etc. Todas estas circunstancias nuevas solicitan una 

respuesta inmediata, y los operadores jurídicos y sus instrumentos han de estar en 

condiciones para darles inmediatez tal como se hacía referencia. 

Es indispensable la implicación social y ciudadana para conseguir los objetivos de transparencia, 

creando los mecanismos necesarios de participación ciudadana. En línea con lo manifestado es 

indispensable elaborar indicadores de eficacia y de eficiencia de los servicios y de los 

procedimientos que gestionan o tramitan las Administraciones y sus empresas. A tal fin se debe 

tener en cuenta la necesidad de poder someter sistemáticamente a programas de auditoría externa 

de gestión todos los servicios y procedimientos para poder ser evaluados y de esta forma poder 

desarrollar estrategias que impulsen los mejores procedimientos de gestión de los servicios 

públicos bajo los principios de responsabilidad y eficiencia. 
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